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En turno a favor del dictamen de la Comisión inter- 
viene, e n  nombre del Grupo Socialista, el señor Pa- 
drón Delgado, manifestando que el informe pre- 
sentado ante las Cámaras comprende un análisis 
de la ejecución presupuestaria de la Cuenta de la 
Administración del Estado y de los organismos 
autónomos, administrativos, organismos autóno- 
mos comerciales, industriales y financieros, análi- 
sis de la ejecución del presupuesto de gastos e 
ingresos, análisis de las relaciones financieras de 
España con la Comunidad Económica Europea, et- 
cétera, así como respecto de toda la contratación 
administrativa, calificación de las cuentas de la Se- 
guridad Social y, por último, de las cuentas de las 
comunidades autónomas y corporaciones locales. 
Se trata de un informe de más de 1.800páginas, que 
ha sido examinado por la Ponencia y la Comisión 
Mixta de Relaciones con el Tribunal de Cuentas, 
que da SU conformidad a la aprobación de la Cuen- 
ta del Estado y de los organismos autónomos, in- 
dustriales y administrativos, e n  tanto que pospone 
la aprobación de las cuentas de la Seguridad So- 
cial, al estar pendientes de un examen y un dicta- 
men  final que ha de elaborar el Tribunal de 

Cuentas para la aprobación de esas cuentas de la 
Seguridad Social, que están pendientes desde el 
año 1980. Expone diversas cifras relativas a las 
cuentas en cuestión, afirrnando que cada año que 
pasa el Tribunal sigue profundizando para que la 
rendición de las cuentas y el control que realiza por 
delegación de estas Cortes comprenda todos los as- 
pectos susceptibles de crítica y, por tanto, de pro- 
puestas de resolución para su mejora y mayor 
clarificación. 
Inforrna asimismo del contenido de las numerosas 
propuestas de resolución que se elevan a este PIe- 
no y que son un buen ejemplo del interés de todos 
los grupos, comenzando por el Grupo Socialista, 
en recoger todas las consideraciones que el Tribu- 
nal de Cuentas formula de cara a la mejora en la 
gestión del gasto público y, por tanto, para un ma- 
yor conocimiento y exactitud a la hora de ser exa- 
minadas las cuentas por las Cámaras. 
Explica igualmente las finalidades que se preten- 
den al elevar estas propuestas de resolución, afir- 
mando  que todas ellas tienden a corregir 
deficiencias, fallos o anomalías puestas de mani- 
fiesto por el Tribunal de Cuentas y que merecieron 
la consideración mayoritaria, e incluso cree que 
unánime, de la Comisión y, por tanto, espera que 
sean votadas favorablemente por este Pleno. 
Termina proponiendo la aprobación de la Cuenta 
General del Estado, e n  tanto que queda pendiente 
de dicha aprobación la de la Seguridad Social por 
las razones anteriormente indicadas. 

E n  turno e n  contra interviene, e n  nombre del Grupo 
Popular, la señora Rudi Ubeda, señalando que, una 
vez más, con el retraso que el Tribunal de Cuentas 
lleva acumulado en cuanto a la fiscalización de lo 
que se denomina Cuenta General del Estado, están 
viendo el informe presentado por el máximo órga- 
no fiscalizador dependiente de esta Cámara e n  re- 
lación con el ejercicio de 1989. También un año más 
el Grupo Popular tiene que hacer un turno e n  con- 
tra, no del informe presentado por el Tribunal de 
Cuentas, sino de la liquidación de la Cuenta Gene- 
ral del Estado que el Gobierno ha realizado. Para 
argumentar este turno en contra utilizará única- 
mente la documentación del propio informe emi- 
tido por el Tribunal de Cuentas. 
E n  efecto, e n  el informe del Tribunal se comienza 
diciendo que el adecuado reflejo de la actividad 
económico-financiera llevada a cabo e n  el ejerci- 
cio por el Estado y sus organismos autónomos, así 
como su situación patrimonial, se hallan condicio- 
nados por las salvedades e infracciones de las nor- 
mas presupuestarias y contables que se expresan 
e n  los apartados siguientes de la propia memoria. 
Se trata de algo que no es nuevo, sino que viene 
ocurriendo en las Cuentas Generales de los últimos 
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años, aunque el Tribunal de Cuentas nunca hasta 
ahora había hablado de estas salvedades e infrac- 
ciones de las normas presupuestarias. Esto quiere 
decir, como el Grupo Popular viene reiterando des- 
de hace años, que la cifra del déficit del Estado no 
es conocida porque el Gobierno utiliza técnicas 
contables que le permiten maquillarla, aunque al 
final los hechos son tozudos y les vienen a dar la 
razón. 
Piensa que no hay más que recordar que el Tribu- 
nal de Cuentas venía denunciando hace bastantes 
años la situación de las cuentas del Inem y preci- 
samente el déficit acumulado que se iba trasladan- 
do o deslizando a ejercicios futuros sin contabi- 
lizarlo como tal, dando una versión distorsionada 
de la liquidación de las cuentas y del déficit del ES- 
tado. A las pruebas se remite, y e n  este sentido re- 
cuerda que en los últimos meses llevan aprobados 
importantes créditos extraordinarios para compen- 
sar precisamente ese déficit del Inem no contabi- 
lizado correctamente, hasta el punto de que, en una 
reciente entrevista, el Ministro de Economía reco- 
nocía que el propio Consejo de Ministros no sabía 
cuál era la cifra exacta de la deuda del Inem, ha- 
ciéndose necesario al final aprobar un decreto de 
ampliación del crédito. 
Insiste e n  que los hechos les han venido a dar la 
razón cuando reiteradamente decían, al tratar de 
las sucesivas liquidaciones de la Cuenta General 
del Estado, que se estaban dando unas cifras de dé- 
ficit que no se ajustaban a la realidad porque se 
estaban trasladando a ejercicios posteriores algu- 
nas cantidades. 
Alude a continuación a las propuestas de resolu- 
ción a que también hacía referencia el señor Pa- 
drón, exponiendo la posición del Grupo Popular en 
relación con las mismas. 

Replica el señor Padrón Delgado, duplicando la se- 

E n  turno de fijación de posiciones intervienen los se- 
ñores Mardmes Sevilla, del Grupo de Coalición Ca- 
naria; Carrera i Comes, del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), y González BIázquez, del 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Sometido a votación el dictamen correspondiente al 
informe antuzl del Tribunal de Cuentas referido al 
ejercicio de 1989 y Declaración definitiva de la 
Cuenta General del Estado de 1989, se aprueba por 
157 votos a favor, 127 en contra y cinco abstencio- 
nes. 

Se levanta la sesión a las diez y treinta minutos de 

ñora Rudi Ubeda. 

la mañana. 

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de 
la mañana. 

DICTAMENES DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS (Sesión secreta): 

- DICTAMEN DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS SOBRE DECLARACIONES DE 

DOS (Numero de registro 007086) 
ACTIVIDADES DE LOS EXCMOS. SRES. DIPUTA- 

Se somete a votación el dictamen de la Comisión del 
Estatuto de los Diputados, que es apmbado. 

Se reanuda la sesión con carácter pública 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- DEL PROYECTO DE LEY DE AUTONOMIA DEL 
BANCO DE ESPAÑA (Número de expediente 
1211000021) 

El señor PRESIDENTE: Punto noveno del orden del 

Debate de totalidad del proyecto de ley de autonomía 

Enmienda de totalidad de devolución del Grupo de 

Queda decaída la enmienda. 

día: Debate de totalidad de iniciativas legislativas. 

del Banco de España. 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. (Pausa.) 

INFORME ANUAL DEL TRIBUNAL DE CUENTAS: 

- INFORME ANUAL DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
REFERIDO AL EJERCICIO DE 1989 Y DECLARA- 
CION DEFINITIVA DE LA CUENTA GENERAL 
DEL ESTADO DE 1989 (Número de expediente 
2501000001) 

El señor PRESIDENTE: Punto décimo del orden del 
día: informe anual del Tribunal de Cuentas. (Rumores.) 

¡Silencio, señorías! 
¿Turno a favor del dictamen de la resolución aproba- 

da por la Comisión? 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Pa- 

drón. (Rumores.) 
Un momento, señor Padrón. Señorías, ruego guarden 

silencio. (Continúan los rumores.) i Señorías, guarden 
silencio y ocupen sus escaños! (Continúan los rumores.) 
Señorías, estamos en sesión. Ruego guarden silencio. 
(Pausa.) 

Cuando quiera, señor Padrón. 
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El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, presentamos hoy ante este 
Pleno el informe relativo a la Cuenta General del Esta- 
do del año 1989, conforme a la aprobación por la Po- 
nencia y la Comisión de Relaciones con el Tribunal de 
Cuentas, así como las propuestas de resolución apro- 
badas en dicha Comisión. Esto se hace en virtud del 
cumplimiento del artículo 136.2 de la Constitución, del 
artículo 13 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, 
Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, y del artículo 28 
de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, 
que establece el informe que ha de presentar el Tribu- 
nal de Cuentas ante esta Cámara, relativo al cumpli- 
miento ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Padrón. 
(Pausa.) Cuando quiera, señor Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: ... relativo al cumpli- 
miento que el Tribunal de Cuentas, por mandato de las 
Cortes, tiene como responsable máximo en el control 
y fiscalización del gasto público. 

El informe que se ha presentado ante las Cámaras 
comprende un análisis de la ejecución presupuestaria 
de la cuenta de la Administración del Estado y de los 
organismos autónomos administrativos, organismos au- 
tónomos comerciales, industriales y financieros, cuen- 
tas no incluidas en los estados agregados, análisis de 
las modificaciones de crédito; análisis de la ejecución 
del presupuesto de gastos e ingresos; un análisis de las 
relaciones financieras de España con la Comunidad 
Económica Europea; fiscalizaciones específicas relati- 
vas al análisis y procedimiento seguido por la Adminis- 
tración de Aduanas en la gestión de las exportaciones 
de productos agrícolas beneficiarios de las restitucio- 
nes; fiscalización del Programa 514, actuaciones en las 
costas y señalizaciones marítimas; análisis de la apor- 
tación a la Comunidad Económica Europea para accio- 
nes estructurales en sectores agrícolas y pesqueros; 
análisis de los circuitos financieros en los recursos del 
Feoga-garantía; análisis de las subvenciones concedi- 
das al sector privado; fiscalización de las inversiones 
reales en centms penitenciarios del Ministerio de Jus- 
ticia; fiscalización de la gestión de los fondos en el ex- 
terior para la adquisición de material militar: 
fiscalización del gasto en publicidad y propaganda; fis- 
calización del servicio de vigilancia aduanera; análisis 
del cumplimiento de las resoluciones aprobadas por es- 
tas Cortes relativo a la gestión del Instituto Geológico 
y Minero; análisis y gestión económico-financiera de las 
sociedades estatales financieras y no financieras, así 
como los entes de Derecho público; toda la contrata- 
ción administrativa; una fiscalización especial de las 
universidades competencia del Estado; calificación de 
las cuentas de la Seguridad Social sector territorial, 
comunidades autónomas y corporaciones locales; un 

análisis de la gestión del Fondo de Compensación In- 
terterritorial y las propias actuaciones jurisdiccionales. 

Todo este informe, que comprende más de 1.800 pá- 
ginas, ha sido examinado por la Ponencia de la Comi- 
sión Mixta de Relaciones con el Tribunal de Cuentas, 
así como por la propia Comisión, dando la conformidad 
a la aprobación de la Cuenta del Estado y de los organis- 
mos autónomos comerciales, industriales y de los admi- 
nistrativos y posponiendo la aprobación de las cuentas 
de la Seguridad Social, que, como saben SS. SS., conse- 
cuencia de estar sujetas a un examen y comprobación 
rendida al Tribunal de Cuentas por la Comisión crea- 
da para la conciliación de las cuentas de la Seguridad 
Social, está pendiente de un examen y un dictamen fi- 
nal que ha de elaborar el Tribunal de Cuentas para una 
aprobación de esas cuentas que están pendientes des- 
de el año 1980. 

El informe que se ha examinado, por tanto, la Cuenta 
General del Estado del año 1989, comprende unos gas- 
tos globales en derechos reconocidos del Estado de 
13,182 billones de pesetas y de organismos autónomos 
administrativos y comerciales de 1,700 billones y 
543.000 millones de pesetas. Esto, unido a las cuentas 
de la Seguridad Social, comprende un gasto público del 
orden de 21,351 billones de pesetas. 

En términos generales, quiero manifestar que la Co- 
misión y la Ponencia, a lo largo de las 1.800 páginas, 
han considerado todos aquellos puntos que a juicio del 
Tribunal de Cuentas requieren algún desarrollo norma- 
tivo o requieren alguna modificación contable o bien 
una mejora de las normas en la gestión del gasto pú- 
blico. Por todas estas razones se presentaron una serie 
de propuestas de resolución que en términos genera- 
les tienden a mejorar el gasto público y la rendición de 
cuentas al Tribunal. 

Deseo decir también que a lo largo de estos once años 
en que el Tribunal de Cuentas, ya en la etapa democrá- 
tica, ha presentado informes a lo largo de todo este 
tiempo, se ha ido profundizando en todo lo que es la 
gestión del gasto público, y así, si en el informe del año 
1989 solamente contenía unas 160 páginas relativas a 
la gestión que el propio Tribunal de Cuentas había rea- 
lizado, este informe que se ha presentado a las Cortes 
concerniente a todo el gasto público de todas las ad- 
ministraciones, incluido también la presentación de la 
gestión de todo el sector público, comprende más de 
1.800 páginas que están a disposición de SS. SS. para 
cualquier análisis y comprobación de toda la verifica- 
ción realizada por el Tribunal de Cuentas. Esto da oca- 
sión de manifestar que en cada año el Tribunal de 
Cuentas ha seguido profundizando enormemente para 
que las rendiciones de las cuentas y el control que por 
delegación de estas Cortes realiza comprenda todos los 
aspectos susceptibles de crítica y, por tanto, de propues- 
tas de resolución para su mejora y mayor clarificación. 
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Las propuestas de resolución que se presentan a la 
consideración de SS. SS. comprenden diversos aspectos, 
y al Grupo Socialista, que a lo largo de estos últimos 
añós ha presentado más de 200 propuestas de resolu- 
ción, no se le podrá negar el interés que ha manifesta- 
do siempre en recoger todas aquellas consideraciones 
que el Tribunal de Cuentas consideraba susceptibles de 
mejora para la gestión del gasto público y, por tanto, 
para un mayor conocimiento y exactitud a la hora de 
ser examinadas las cuentas por las Cámaras. 

En estas propuestas de resolución, insisto, se pre- 
sentan diversas consideraciones. Está la petición al 
Gobierno para que remita una nueva Ley General Pre- 
supuestaria, que ha sido anunciada tanto en el debate 
de investidura como en el programa electoral del Par- 
tido Socialista, por lo que no hemos tenido inconvenien- 
te en recoger la propuesta del Grupo Popular para que 
se presente una nueva Ley General Presupuestaria que 
abarque y mejore la gestión y presupuestación de las 
administraciones del Estado. 

Asimismo, se pide un desarmllo reglamentario de los 
artículos 66 y 71 del actual texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria, atendiendo así a una conside- 
ración repetida por el Tribunal de Cuentas, a lo largo 
de diversos ejercicios. 

También se presentan una serie de peticiones al Go- 
bierno para ajustar y hacer diversas rectificaciones 
contables. Así, en créditos ampliables se solicita al Go- 
bierno ajustar las ampliaciones de crédito a las posi- 
bilidades reales de ejecución de gastos, evitando que 
al final tengan que anularse remanentes por no haber 
tiempo suficiente en la ejecución del gasto ampliable. 

En cuanto a los organismos autónomos, tanto admi- 
nistrativos como comerciales, se pide UM mejora en su 
presupuestación, así como una más exacta calificación 
de la utilización del fondo de maniobra. 

Se piden también al Gobierno una serie de correc- 
ciones contables, como son: en el balance de situación, 
mejorar los saldos en inmovilizado; que en el sistema 
de amortizaciones que aplican diversas administracio- 
nes y organismos autónomos se aplique la regla 20 de 
la instrucción provisional de contabilidad para la cali- 
ficación del inmovilizado financiero, resolución apro- 
bada por la Intervención General de la Administración 
del Estado el 27 de diciembre de 1989. 

Se pide también al Gobierno que proceda a determi- 
nar la situación real y el grado posible de reembolso 
de los préstamos concedidos al Consorcio de Compen- 
sación de Seguros, para su entrega a la Compañía Es- 
pañola de Seguros de Créditos a la Exportación en el 
período 1984/1989, que supone un montante de 270.168 
millones de pesetas. 

También se pide la reclasificación contable, dentro 
del Instituto de Crédito Oficial, de la partida correspon- 
diente a los préstamos Gobierno a Gobierna 

De igual modo, se solicita una actuación de mayor in- 
formación contable relativa a los créditos FAD. 

En el pasivo se pide aplicar adecuadamente diversas 
partidas que, a juicio del Tribunal, tienen la conside- 
ración de pérdidas, como es un préstamo concedido por 
el Banco de Crédito a la Construcción a diversos patro- 
natos de casas ya extinguidas, por importe de 231 mi- 
llones. 

En anticipos de tesorería, en la sección apéndice, se 
pide y se reitera al Gobierno el cumplimiento de la re- 
solución aprobada por la Comisión de aplicar a presu- 
puesto la utilización de los préstamos del Federal 
Financing Bank al Ministerio de Defensa para la adqui- 
sición de material militar. 

Asimismo, se le insta a que proceda a la asunción co- 
rrespondiente por parte del Estado del préstamo con- 
cedido a Tabacalera, de acuerdo con la Ley 3811985, que 
supuso la asunción por el Estado de una serie de boni- 
ficaciones a los cultivadores de tabaco, establecida, co- 
mo digo, en la Ley de Presupuestos para 1996, y que 
asciende a 20.000 millones de pesetas. 

Entrando ya en temas más concretos y referidos a las 
juntas de puerto, hoy Autoridad Portuaria, se solicita 
del Gobierno que establezca unos criterios de revalori- 
zación del inmovilizado de acuerdo con el Plan Gene- 
ral de Contabilidad, puesto que, efectivamente, como 
consecuencia de una disposición interna de la Autori- 
dad Portuaria, se vienen aplicando unos criterios que 
no se ajustan a lo establecido en dicho plan. 

Respecto a las sociedades estatales, se solicita una 
exacta calificación para evitar las polémicas surgidas 
con la Intervención General del Estado y el Tribunal 
de Cuentas, puesto que en esto ha habido una dispari- 
dad de criterios, ya que el Tribunal de Cuentas deter- 
minaba que debían presentarse una serie de estados 
contables relativos a empresas en las que el Estado no 
tenía capital mayoritaria Este tema ha sido suscitado 
en el ejercicio de 1989. Por parte de la Intervención Ge- 
neral de la Administración del Estado se puso en cono- 
cimiento del Tribunal de Cuentas la relación de empre- 
sas en las que el Estado, de forma directa o indirecta, 
tenía participación mayoritaria, y, a fin de evitar que 
cada año surjan estos inconvenientes, se pide o se soli- 
cita del Gobierno esta calificación. 

Asimismo, para los recursos Feoga-Garantía se soli- 
cita del Gobierno una uniformidad de criterios a la ho- 
ra de realizar estas concesiones por las diferentes 
unidades administrativas para así evitar controversias 
entre unos y otros. En lo que se refiere a las subvencio- 
nes al sector privado, que fue objeto de una fiscaliza- 
ción específica por parte del Tribunal de Cuentas, al 
igual que en ejercicios anteriores, yo creo que en leyes 
de presupuestos posteriores a 1989 se han establecido 
criterios para un mejor control y seguimiento y se han 
fijado normas para su concesión, con lo que se reitera 
esta petición. 
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Igualmente se solicitan normas para que, en lo que 
se refiere a las agregadurías militares, en las disposi- 
ciones de fondos para la adquisición de material mili- 
tar en el exterior, se corrijan los defectos señalados por 
el Tribunal de Cuentas en su informe, defectos que han 
consistido en la apertura de cuentas sin la correspon- 
diente autorización del Ministerio de Economía y Ha- 
cienda. 

Finalmente, en relación con el Fodo de garantía de 
depósitos de cooperativas de crédito, se solicita al Go- 
bierno la posibilidad de modificar el decreto de su cons- 
titución, puesto que, como consecuencia de los 
desembolsos y de los préstamos concedidos para solu- 
cionar diversos fallos que han tenido las cooperativas 
de crédito, este fondo está en una situación que cada 
año produce mayor pérdida, debido a los intereses que 
ha tenido que pagar para solucionar los préstamos con- 
cedidos a las cooperativas de crédito. Por estas razones, 
creemos necesario incrementar la aportación de las 
cooperativas de crédito al Fondo para que su resulta- 
do en cada ejercicio no sea negativo, como está suce- 
diendo actualmente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Padrón, le ruego 
concluya. 

El señor PADRON DELGADO: Voy a concluir, señor 
Presidente, manifestando, por último, que hay una se- 
rie de resoluciones con respecto a la contratación ad- 
ministrativa que, como se señala en la propia reso- 
lución, están pendientes de un nuevo proyecto de ley, 
pero que, mientras tanto, ha de aplicarse con todo ri- 
gor la normativa existente, así como que con respecto 
a las universidades públicas, en donde hay un informe 
exhaustivo poniendo de manifiesto diversas irregula- 
ridades e incumplimientos por parte de las universida- 
des públicas, la Comisión solicita que se remita este 
informe a los rectores de las universidades y a los con- 
sejos sociales para que tengan conocimiento y corrijan 
los defectos señalados por el Tribunal de Cuentas en 
el informe. 

En definitiva, señor Presidente, señoras y señores Di- 
putados, son una serie de propuestas que todas ellas 
tienden a corregir deficiencias, fallos o anomalías pues- 
tas de manifiesto por el Tribunal de Cuentas, conside- 
ramos que son las más importantes, merecieron la 
consideración mayoritaria, creo que unánime, de la Co- 
misión y, por tanto, espero que sean votadas favora- 
blemente. 

Con respecto al informe, quiero reiterar que, en este 
caso, la consideración global y general que le ha mere- 
cido al Tribunal de Cuentas es positiva, poniendo de ma- 
nifiesto algunos fallos o defectos. Por estas razones, 
pedimos en el informe de la Ponencia que se apruebe 
la Cuenta General del Estado de los organismos autó- 
nomos, comerciales, industriales y financieros, y que 

se posponga la aprobación de la cuenta de la Seguri- 
dad Social puesto que, como he manifestado, está pen- 
diente del cierre definitivo que ha de efectuar el 
Tribunal de Cuentas. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Padrón. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Rudi. 

La señora RUDI UBEDA: Gracias, señor Presidente. 
Una vez más, con el retraso que el Tribunal de Cuen- 

tas lleva acumulado en cuanto a la fiscalización de lo 
que se denomina la Cuenta General del Estado, esta- 
mos viendo el informe presentado ante esta Cámara por 
el máximo órgano fiscalizador, dependiente de estas 
Cortes, referido al ejercicio de 1989. 

Un año más, el Grupo Parlamentario Popular tiene 
que hacer un turno en contra, no del informe presen- 
tado por el Tribunal de Cuentas, sino de la liquidación 
de la Cuenta General del Estado que el Gobierno ha rea- 
lizado. Para argumentar nuestro turno en contra, no voy 
a utilizar más documentación que el propio informe 
emitido por el Tribunal de Cuentas. 

Comienza este informe del Tribunal de Cuentas, en 
su declaración definitiva, diciendo que el adecuado re- 
flejo de la actividad económico-financiera llevada a ca- 
bo en el ejercicio por el Estado y sus organismos 
autónomos, así como de su situación patrimonial, se 
halla condicionado por las salvedades e infracciones 
de las normas presupuestarias y contables que se ex- 
presan en los siguientes apartados. 
¿Por qué, dirán SS.  SS.,  hago especial mención a es- 

ta frase contenida en la declaración definitiva? Porque 
indudablemente en ella se refleja lo que podnamos lla- 
mar el nudo de la cuestión. Hasta cuentas generales de 
ejercicios anteriores, el Tribunal de Cuentas, aunque sí 
hacía constar en su informe las incidencias detectadas, 
nunca manifestaba que esas incidencias planteaban di- 
ficultades en el reflejo de la actividad económica- 
financie'ra. Sin embargo, en esta cuenta del año 1989, 
el Tribunal de Cuentas dice textualmente que el refle- 
jo de la actividad económico-financiera del Gobierno 
se halla condicionado por las salvedades e infraccio- 
nes de las normas presupuestarias. 

Esto, señorías, no es nuevo, esto viene ocurriendo en 
las cuentas generales de los últimos años. No solamente 
el informe del Tribunal de Cuentas, aprobado por él, 
sino incluso la parte correspondiente a la opinión del 
Ministerio Fiscal, presente en el Tribunal de Cuentas, 
también refleja yo diría que casi su desesperación en 
cuanto a que esta situación pueda ser corregida en al- 
gún momento. El mismo dice que, año tras año, se ven 
obligados a reflejar en su informe sobre la Cuenta Ge- 
neral las mismas incidencias y salvedades que les qui- 
ta representatividad. Termina diciendo el Ministerio 
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Fiscal que, con respecto a la cuenta de resultados, en 
lo correspondiente a la Administración Central, debe- 
ría modificarse en una cifra negativa no inferior a prác- 
ticamente 1,4 billones de pesetas, que acrecentaría el 
propio saldo deudor reconocido. Por su parte, los de las 
cuentas de los organismos autónomos administrativos 
pasarían, también debidamente corregidos, de un su- 
perávit presentado por la Administración del Estado de 
145.000 millones, a un déficit de 33.000 millones. 

¿Qué quiere decir esto, señorías? Quiere decir que, 
cuando desde mi Grupo Parlamentario se viene dicien- 
do, hace ya muchos años, que la cifra del déficit del Es- 
tado no es conocida porque el Gobierno utiliza técnicas 
contables que le permiten maquillarla, al final, los he- 
chos son tozudos y nos vienen a dar la razón. 

No hay más que recordar aquí que el Tribunal de 
Cuentas venía denunciando hace bastantes años la si- 
tuación de las cuentas del Inem y precisamente el dé- 
ficit acumulado que se iba trasladando o deslizando a 
ejercicios futuros sin contabilizarlo como tal, se con- 
tabilizaba como deudas, e insisto que, por tanto, daban 
una visión distorsionada de la liquidación de las cuen- 
tas y del déficit del Estado. 

Pues bien, a las pruebas me remito. En estos últimos 
meses llevamos aprobados créditos extraordinarios pre- 
cisamente para compensar el déficit no contabilizado 
correctamente del Inem y en una entrevista, publica- 
da hace muy poco tiempo en un medio de comunica- 
ción nacional del Ministro de Economía, señor Solbes, 
reconocía que el propio Consejo de Ministros no sabía 
exactamente cuál era la cifra del Inem hasta que, al fi- 
nal, ha sido necesario aprobar el Decreto de ampliación 
de crédito que nos ha venido. Así, señores del Grupo 
Socialista, se ha demostrado -insisto, los hechos son 
tozudos y, al final, sale la verdad- que cuando, en las 
sucesivas liquidaciones de la Cuenta General del Esta- 
do, nosotros hemos venido diciendo que se estaba dan- 
do unas cifras de déficit que no se ajustaban a la 
realidad, no porque hubiera agujero financiero pero sí 
porque se estaban trasladando a ejercicios posteriores, 
no decíamos nada que no fuera cierto. 

El señor Padrón hablaba aquí de las propuestas de 
resolución apmbadas en la Comisión hace dos sema- 
nas. Efectivamente, se aprobaron algunas propuestas 
de resolución, algunas mediante transacciones entre los 
distintos grupos de la Cámara, pero hay que decir, se- 
ñor Padrón -y le digo lo mismo que le dije en Comi- 
sión a su compañero señor Gimeno, que fue el ponente 
del Grupo Socialista- que las propuestas de resolución 
que se aprobaron en aquellos momentos a iniciativa del 
Grupo Socialista eran tan obvias que era como decir 
que a las doce del mediodía es de día o que a las doce 
de la noche es de noche. 

Sin embargo, tengo que recordar al señor Padrón que 
hubo una serie de propuestas de resolución del Grupo 
Popular que yo creo que tienen una enjundia imporian- 

te y que ustedes no aprobaron. Una de ellas hacía refe- 
rencia, precisamente, a la solicitud de una fiscalización 
del Instituto Nacional de Industria. Esta es una pro- 
puesta de resolución que hemos venido planteando en 
sucesivos ejercicios de la Cuenta General del Estado. 
Y pedíamos esa fiscalización porque desde el año 1981, 
en que se aprobó un decreto en el último Consejo de 
Ministros del último Gobierno de la UCD y que los go- 
biernos socialistas han venido utilizando, las subven- 
ciones para pérdidas que el Estado aporta al INI no se 
contabilizan en la Cuenta General como tales subven- 
ciones a pérdidas, sino que se vienen contabilizando 
como deudas pendientes, como un realizable, lo que su- 
pone que las cifras del déficit -insisto- sigan estando 
maquilladas. 

El señor Gimeno -usted estaba presente en la Comi- 
sión- me reconocía -y consta en el «Diario de Sesio- 
nes» de la citada Comisión del 2 de diciembre- que 
me tenía que dar la razón en parte porque posiblemente, 
según los criterios de contabilización, podrá producir- 
se una imagen más o menos diferenciadora de la reali- 
dad del Instituto Nacional de Industria. Pero -decía- 
yo le quiero decir algo muy claro, que ya no va a poder 
ocurrir. 

No va a poder ocurrir a partir del año 1994, pero sí 
llevamos diez años realizando esta práctica, con lo cual, 
indudablemente, desde mi Grupo se entendía que era 
necesaria la fiscalización del INI para poder conocer 
con exactitud cuál es su situación de pérdida acumu- 
lada y lo que supone en el déficit del Estado, no conta- 
bilizado, como está, en deudas. Seguramente, más tarde 
o más temprano nos aparecerá una situación semejan- 
te a la del Inem en los últimos tiempos. 

Lo mismo planteábamos nosotros en cuanto a solici- 
tar que el Tribunal de Cuentas realizara una fiscaliza- 
ción específica al Inem. Es obvio que yo me detenga 
aquí más en defender esta propuesta cuando -insisto- 
los hechos han sido tozudos, nos han dado la razón, y 
ha habido que inyectar cantidades muy fuertes de di- 
nero mediante créditos extraordinarios al Inem. 

También había otro aspecto, en ese ánimo de mejo- 
rar la gestión de la Cuenta General del Estado. Noso- 
tros, dado el elevado número de sociedades estatales 
y la inseguridad de su total agregación a la Cuenta 
General del Estado, así como la no fiabilidad de los 
importes del inmobilizado financiero en el balance 
integral, solicitábamos que, por parte de la Interven- 
ción General de la Administración, se presentase una 
relación exhaustiva de todas las sociedades estatales, 
señalando la participación directa e indirecta del Es- 
tado en las mismas. Esta propuesta de resolución no 
fue aceptada por parte del Grupo Socialista, cuando yo 
creo que aportaría claridad y conocimiento exhausti- 
vo de cuál es realmente la participación del Estado en 
las sociedades. Creo que de todos es sabido que entre 
sociedades estatales, entes y demás organismos, la li- 
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quidación de la Cuenta General del Estado que aquí se 
nos presenta poco tiene que ver con los Presupuestos 
Generales que en esta Cámara aprobamos año tras año, 
porque hay cantidad de partidas u organismos que no 
están integrados en esta Cuenta General y que, sin em- 
bargo, se nutren de manera importante de los Presu- 
puestos Generales del Estado. Por eso, mi Grupo, señor 
Presidente, hace un turno en contra de la declaración 
definitiva de la Cuenta General, porque, siguiendo el 
criterio del Tribunal de Cuentas, entendemos que no es 
representativa. 

Y me faltaba hacer mención al último concepto, que 
yo sé que es objeto de discusión constante a lo largo 
de los últimos años, y son los criterios de contabiliza- 
ción de los intereses de la deuda, de los gastos finan- 
cieros. El Gobierno, año tras año, viene aplicando para 
su contabilización el criterio de cobro en lugar del cri- 
terio de devengo, y hay que decir que el criterio de de- 
vengo es un principio contable generalmente aceptado, 
y cuando en el argot contable se utiliza esta definición 
quiere decir que es algo que en todo el mundo se utili- 
za como concepto homogéneo para poder analizar y 
comparar. balances y estados financieros. El principio 
de devengo es un criterio que el Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda exige que se aplique en el sector priva- 
do, en la empresa privada e, indudablemente, se aplica 
para liquidar las sucesivas liquidaciones de impuestos. 
Sin embargo, el Ministerio de Economía, año tras año, 
ha venido aplicando en sus cuentas el principio de ca- 
ja en lugar del principio de devengo, con lo cual nos 
encontramos con que las cifras del déficit no se corres- 
ponden con la realidad por cuanto hay intereses venci- 
dos y no pagados que no están contabilizados. Y voy 
a dar una última cifra. Según los cálculos hechos por 
el Tribunal de Cuentas, el déficit acumulado en el año 
1989 sería de más de dos billones de pesetas, cifra que 
no se corresponde con la declarada sucesivamente por 
la Administración y por el Gobierno. 

Por ello, señor Presidente, mi Grupo se ve obligado 
a realizar este turno en contra de la declaración defi- 
nitiva de la Cuenta General. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Rudi. 
Tiene la palabra el señor Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Este debate ya se produjo en su momento en la Co- 
misión. De todas maneras, voy a decir tres o cuatro co- 
sas. El Grupo Popular utiliza el argumento del déficit 
de cada momento según la conveniencia. Efectivamen- 
te, este año el déficit se ha incrementado notablemen- 
te, consecuencia de la aprobación de créditos extraor- 
dinarios para compensar al Inem por los gastos paga- 
dos por desempleo, pero eso no quiere decir -y ya se 

ha explicado reiteradamente en la Comisión de Presu- 
puestos tanto por la Intervención General del Estado 
como por el propio responsable del Inem-, que no ha- 
yan figurado 'esos gastos en la contabilidad nacional, 
puesto que, efectivamente, lo que ha habido es un anti- 
cipo de la Tesorería de la Seguridad Social al Inem por 
Falta de crédito correspondiente para compensar y pa- 
ra poder efectuar los pagos de las prestaciones por de- 
sempleo. Claro que ha habido desviaciones. En un gasto 
que supone 21,358 billones, gestionados por tantas uni- 
dades administrativas, por tantas administraciones, cla- 
ro que se pueden producir diferencias de criterio en la 
contabilización, en la ampliación de un crédito o en la 
forma, pero, en definitiva, y esto es lo que pone de ma- 
nifiesto el Tribunal de Cuentas, como consecuencia de 
esas apreciaciones matemáticas que efectúa, eso no im- 
plica que haya habido irregularidades, que haya habi- 
do ocultación de datos, o que haya habido falsedad en 
documentos a la hora de efectuar el gasto, a la hora de 
determinar, porque a lo largo de toda la fiscalización 
no se detecta ningún fallo de esa naturaleza, sino úni- 
camente imputaciones o no al Presupuesto. Y en ejer- 
cicios anteriores, al examinar la Cuenta, se le han dado 
razones con respecto a este tema que ha planteado ú1- 
timamente sobre los intereses devengados y no venci- 
dos. Esto supone una diferencia de criterios a la hora 
de contabilizar por parte de la Administración del Es- 
tado y el Tribunal de Cuentas. Pero en diversos países, 
incluso en Estados Unidos o en el sistema europeo de 
cuentas unificadas, se utiliza el criterio de caja en vez 
de el criterio de devengo. Por tanto, ésta es una discu- 
sión semántica que no conduce a ninguna parte. 

Respecto a otros temas, podría darle una relación 
pormenorizada como consecuencia de que, a veces, es 
materialmente imposible imputar a un Presupuesto un 
gasto que corresponde a ese ejercicio, como son, por 
ejemplo, los anticipos que el Banco de España da para 
pagar a las empresas concesionarias de autopistas, la 
diferencia de cambios en el pago de esos préstamos u 
otras partidas singulares, los gastos del Ministerio de 
Defensa, las deudas del Ministerio de Defensa con 
Campsa y Renfe; es imposible que en el último trimes- 
tre se puedan imputar al presupuesto, puesto que la fac- 
turación se produce al año siguiente. Y así podría ir 
determinando partida por partida para demostrarlo, y 
viene expuesto en las alegaciones. No hay mala inten- 
cionalidad de ocultar el déficit, señora Rudi. Todos los 
gastos, sean los que sean, al final, como usted ha dicho, 
aparecen, y si no se imputan a un ejercicio se imputa- 
rían a otro. Al final, ¿qué ocurre? Que, como consecuen- 
cia de la actual normativa presupuestaria, a veces es 
imposible en un propio ejercicio incluir el crédito co- 
rrespondiente, el crédito extraordinario para poder 
efectuar el gasto e imputarlo adecuadamente a ese 
ejercicio. 
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Yo creo que, por tanto, no hay razones para no apro- 
bar el informe de la Ponencia puesto que, efectivamen- 
te, las apreciaciones del Tribunal de Cuentas son de tipo 
contable y se formula una serie de peticiones al Gobier- 
no, para su corrección, en unos casos, para modifica- 
ciones presupuestarias que eviten o que corrijan estos 
defectos, de manera que la legislación permita efectuar 
esos cambios para que el reflejo real del gasto se ade- 
cue también a la presentación de la cuentas. 

Por todo estq señor Presidente, reiteramos lo expues- 
to anteriormente y pedimos el voto favorable a los di- 
versos grupos de la Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Padrón. 
Tiene la palabra la señora Rudi. 

La señora RUDI UBEDA: Gracias, señor Presidente. 
Señor Padrón, yo sé que es difícil que usted reconoz- 

ca la situación, aunque los hechos luego nos vienen dan- 
do la razón. Vamos a ver si yo no le vuelvo a repetir mi 
argumentación, pero sí le hago un resumen de lo que 
es la filosofía de ella y no pone usted en mi boca pala- 
bras que yo no he dicho. Yo no le he hablado de ilegali- 
dades, señor Padrón. No le he hablado de ilegalidades. 
Lo que le he dicho es que no podíamos aprobar esta 
cuenta por cuanto, según el Tribunal de Cuentas, no es 
representativa de la actividad económico-financiera del 
Estado en el ejercicio de 1989. 

Y usted me dice que, sobre un montante total de 21,3 
billones de pesetas, las cifras que, como irregularida- 
des o salvedades menciona el Tribunal, no tienen im- 
portancia. No tendrán importancia sobre el total del 
Presupuesto según usted, según nuestro Grupo sí. Pe- 
ro es que, señor Padrón, según el Tribunal de Cuentas, 
en el ejercicio de 1989 el déficit se debería haber 
aumentado en 1,4 billones de pesetas. Yo creo que esa 
cifra sí es importante, señor Padrón, y usted lo sabe tan 
bien como yo. 

Me dice que estamos hablando de imputaciones o no 
imputaciones y que lo que no se ha imputado en un ejer- 
cicio se ha imputado en el siguiente. 

Señor Padrón, usted sabe, me imagino, tan bien co- 
mo yo, que la ejecución del presupuesto, al final del ejer- 
cicio, queda demostrada. Primero, la corrección de las 
previsiones del presupuesto y la ejecución de ese pre- 
supuesto queda demostrado por el resultado final, que 
es el déficit o el superávit del ejercicio. Que usted me 
diga que da igual que eso esté contabilizado en un ejer- 
cicio que en el ejercicio siguiente, señor Padrón, no. No 
es igual, porque entonces lo que ocurre es que se está 
distorsionando la realidad, que es lo que se viene ha- 
ciendo desde hace más de diez años con la forma de 
contabilizar determinadas partidas. Y, precisamente, 
los conceptos contables, que usted dice que son concep- 
tos contables que dice el Tribunal de Cuentas, tienen 
su razón de ser, lo mismo que la tienen en el sector pri- 

vado. Usted sabe que los principios contables exigen, 
y precisamente en España se ha implantado en los ú1- 
timos años, al igual que en otros países, y se aprobó en 
esta Cámara una Ley de Auditoría, que los estados con- 
tables de las empresas privadas sean fiables y se exige 
que se cumpla una serie de principios, en algunos ca- 
sos emanados del Ministerio de Economía, como es el 
Plan General de Contabilidad Pues lo mismo que a la 
empresa privada se le exige utilizar unos determinados 
conceptos contables para que sus estados financieros 
den la adecuada información a sus accionistas y a la 
sociedad, de la misma manera, la Cuenta General del 
Estado, que refleja el estado contable de la ejecución 
del Presupuesto, tiene que ser fiable, e indudablemen- 
te no lo es, como lo dice el Tribunal de Cuentas, utili- 
zando los criterios contables. Y, sobre todo, lo que más 
me procupa, señor Padrón, es oír en esta Cámara que 
qué más da que se impute a un ejercicio o a otro. Eso 
lo que demuestra, señor Padrón, y me asusta, es que 
no sabe lo que es el déficit del Estado. Indudablemen- 
te, con posturas como ésa estamos en las cifras que en 
este momento han llevado a la economía española a la 
situación que tenemos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Rudi. 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) Por 

el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra el se- 
ñor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, 
señorías, Coalición Canaria fija en este acto su posición 
ante el informe anual del Tribunal de Cuentas para el 
ejercicio de 1989 y la declaración definitiva de la Cuenta 
General del Estado para el mismo año. Ante este docu- 
mento y ante este trámite procesal es ante el que que- 
remos hacer nuestra fijación de posición, es decir, ante 
lo que vamos a votar, que es el-informe anual del Tri- 
bunal de Cuentas. 

Qué duda cabe que nos perdemos un poco en este tú- 
nel del tiempo hacia atrás, cuando, por los retrasos que 
son obvios en todo análisis ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Mardo- 

Agradecería a SS. SS. que prestasen una colaboración 

Cuando quiera, señor Mardones. 

nes. (Pausa.) 

más sostenida para el desarrollo de la sesión. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchísimas gracias 
por su amparo, señor Presidente. 

Decía, señorías, que ante el informe anual del Tribu- 
nal es sobre el que nosotros queremos fijar nuestra po- 
sición, dentro de la salvedad que nos hace el gran lapso 
de tiempo que se produce en su dictamen final ante es- 
ta Cámara 
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Pues bien, con respecto al dictamen que ha elabora- 
do la Comisión Mixta, el Grupo de Coalición Canaria 
va a dar su voto favorable al mismo, tanto en la Cuenta 
General del Estado, como en la de todas las cuentas de 
los organismos autónomos administrativos. Quiero re- 
saltar también que, dentro de lo que es un déficit de 
aprobación, que es la cuenta de la Seguridad Social de 
1989, por las razones que ya se expusieron en la Comi- 
sión, nosotros desearíamos que esta cuenta, objeto de 
un especial análisis, por su complejidad y complicación 
interna, tuviera todos los atributos de transparencia pa- 
ra que pronto fuera incorporada a la aprobación del 
ejercicio de 1989. Qué duda cabe, señorías, y de eso ha 
sido consciente el Tribunal de Cuentas, que en su in- 
forme trae un análisis y reflexión, que bien ha sido re- 
saltado por la portavoz del Grupo Popular, la señora 
Rudi, cuando viene a hacer un análisis, digamos crítico, 
sobre la manera de gestionar su propio gasto la Admi- 
nistración del Estado. Pero creo que es positivo que eso 
lo destaque el propio informe del Tribunal de Cuentas, 
porque supone una mejoría de un intento de racionali- 
zación y de análisis, desde un punto de vista de la audi- 
toría que realiza el mismo Tribunal, sobre la disciplina 
que también tiene que autoimponerse la Administra- 
ción del Estado, y de la cual nosotros participamos. 

Esa nueva tendencia abierta por el Tribunal de Cuen- 
tas, con ese análisis crítico y esa especie de pedagogía 
o de instrucción de auditoría para que sea tenida en 
cuenta por la Administración, es positiva. En esa línea, 
yo creo que va lo que nos mueve a nosotros a dar nues- 
tro apoyo y nuestro voto favorable al informe con la re- 
solución aprobada por la propia Comisión Mixta, que 
es la que yo, en detalle, quisiera comentar, porque es 
donde se encierra precisamente el marco de adverten- 
cias, al hilo y sobre la base del informe del Tribunal de 
Cuentas, y que realiza ya como una coparticipación de- 
mocrática la pmpia Comisión Mixta. Es decir, la peda- 
gogía, como la he llamado, o disciplina de pmpuestas 
que tienen que ser recogidas por toda la Administra- 
ción, sobre todo por la administración censora y la 
administración económica y fiscal del Estado para co- 
rregir estas deficiencias que se señalan. 

Por ejemplo, la demanda de un proyecto de legisla- 
ción general presupuestaria. Es imprescindible este pri- 
mer documentq y aquí, con la palabra y el oído atento 
del propio señor Ministro de Economía y Hacienda, 
creo que es de una prioridad absoluta traer aquí un 
nuevo proyecto de legislación general presupuestaria, 
sobre todo a la vista de la evolución que en estos Últi- 
mos tiempos, yo diría casi cinco años, se ha produci- 
do, tanto en el presupuesto del Estado, como en aquellas 
figuras que han permitido una mayor liberalidad en la 
propia Administración en la asignación o reasignación 
de créditos dentro de los Presupuestos Generales del 
Estado. Prueba de ello es que el segundo punto que le 
sigue, y el tercero, en la modificación de créditos y de 

créditos ampliables, tiene que ser también recogido en 
un nuevo texto de la Ley General Presupuestaria, por- 
que, de lo contrario, cuando estamos utilizando, muchas 
veces con carácter político de puente, y en eso Coali- 
ción Canaria tiene una gran experiencia cuando hemos 
conseguido (y Iecuerdo anteriores legislaturas) la situa- 
ción de créditos ampliables o generación de créditos 
nuevos para obras comprometidas en el archipiélago 
que han tenido que ir por esta vía de modificación. Lo 
que resultaría absurdo sería que, una vez aprobado un 
crédito ampliable, haya que revisar si procede su anu- 
lación y qué pasa con los remanentes, de los cuales a 
veces no se ocupan. Eso tiene que ser también por un 
sentido de autodisciplina. 

Con respecto a lo que dice la resolución en los orga- 
nismos autónomos, que nosotros también extendemos 
a entes autónomos, estamos en la misma línea de apoyo, 
porque es necesario que tengamos una transparencia 
en el análisis de cuentas de estos organismos autóno- 
mos, sobre todo aquellos que, al pasar a la nueva legis- 
lación que desde hace varios años el Gobierno ha ido 
transformando, muchos organismos autónomos, refun- 
diéndolos o transformando antiguas dkcciones gene- 
rales administrativas (estoy pensando en la de Puertos 
o en la de Aeropuertos Nacionales, lo que hoy son la 
autoridad portuaria, o lo que hoy es Aena), al pasar a 
una estructura tipo INI, en que el presupuesto ya no 
viene con aquella claridad de los números presupues- 
tarios (digo claridad o normativa de los números clási- 
cos del presupuesto de la Administración ordinaria del 
Estado) y empiezan a regirse por los sistemas del PAIF, 
resulta que se encuentra uno con una tremenda opaci- 
dad a la hora de analizar la gestión del propio presu- 
puesto. 

Nosotros queremos también destacar, señorías, pre- 
cisamente lo que se refiere en esta línea a un problema 
que generó la antigua Dirección General de Puertos, y 
desearía que al nuevo ente autónomo que regula toda 
la autoridad portuaria española no se le permita, se- 
ñor Ministro de Economía y Hacienda, que mediante 
una norma interna dictada haga una revalorización 
anual de acuerdo con la inflación de su inmovilizado. 
No existe grupo de empresas estatales, dentro del pa- 
trimonio de la Administración civil del Estado ni mili- 
tar, al que se le permita hacer, por una norma interna, 
una revalorización anual de patrimonio inmovilizado 
de acuerdo con el suyo propio. 

Hemos tenido en esta Cámara debates -estoy recor- 
dando iniciativas del Grupo parlamentario Vasco 
(PNV)- respecto a las revalorizaciones de inmoviliza- 
do, y aquí se les ha negado sistemáticamente, cuando 
Coalición Canaria, o mi representación en la anterior 
legislatura, las apoyábamos porque pedíamos lo mis- 
mo para nuestra Comunidad Autónoma. No parece que 
tenga una congruencia legislativa que eso se niegue, por 
un lado, y se esté autorizando que las Juntas de Puer- 
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tos de la antigua Dirección General del Puertos, por una 
norma interna, hicieran una revalorización anual de su 
inmovilizado, y además de acuerdo con la inflación. 

Respecto a las sociedades estatales -punto 10 de las 
recomendaciones-, nuestro sistema es el mismo, sobre 
todo para aquellas faltas de transparencia de las socie- 
dades estatales que además no tienen ninguna realiza- 
ción de presupuesto por programas, con lo cual la 
opacidad es tremenda. 

Estamos plenamente de acuerdo con lo que se dice 
en el punto 12 sobre los recursos de Feoga-garantía. Re- 
cientemente debatimos aquí un proyecto de ley de cré- 
ditos extraordinarios al Iryda porque nos habíamos 
encontrado con que este organismo por atender el cum- 
plimiento de un Decreto del Ministerio de Agricultura, 
para subvencionar a determinadas actividades de em- 
presas agrarias se había endeudado. Si hubiera existi- 
do un recurso de control como el que aquí se propone 
no hubiera ocurrido esa anomalía contable, ni hubié- 
ramos tenido que recurrir a una ley de crédito extraor- 
dinario para tapar aquel agujero que se había 
producido en el presupuesto del Iryda. 

¿Qué decir del punto 13, sobre las subvenciones con- 
cedidas al sector privado? Este va h ser un caballo de 
batalla permanente que veremos en la cuenta cuando 
venga aquí el informe del Tribunal de Cuentas de los 
años 1990, 1991, o cualquiera de ellos. Muchas veces, 
señorías, aparecen en aquellos conceptos presupuesta- 
rios destinos específicos que se dan con mucha reite- 
ración en la Comunidad Autónoma de Canarias, como 
ocurre también con Baleares, Ceuta y melilla, porque 
tienen subvenciones concedidas al sector privado por 
el transporte de pasajeros y de mercancías. Pues bien, 
cuando tengamos que analizar aquí la Cuenta General 
del Estado de los años 1993 y 1994, en los que se ha pro- 
ducido una libertad de líneas aéreas o marítimas, ¿qué 
va a pasar con las subvenciones que ahora da el Esta- 
do al transporte de viajeros, por avión o por barco, en- 
tre los archipiélagos canario, balear, Ceuta y Melilla, 
cuando esa subvención ya no va a ser una transferen- 
cia a empresas privadas, en este caso Iberia, Trasme- 
diterránea, Aviaco o Binter, sino que las receptoras de 
esa subvención van a ser empresas como Air Europa 
o cualquier otra empresa de transporte, aéreo o marí- 
timo? Habrá que adoptar nuevos criterios para otorgar 
esa subvención al transporte de personas y de mercan- 
cías, que sean adecuados para dar transparencia al aná- 
lisis de la Cuenta General del Estado. 

Les quiero advertir que, en la competencia.de las com- 
pañías privadas con las compañías estatales, aéreas o 
marítimas, se está produciendo en este momento un di- 
ferencial de precios muy sustancioso, y no es lo mismo 
aplicar un 33 por ciento de subvención al transporte 
en un billete de una persona entre Península y archi- 
piélago canario, por poner un ejemplo, que aplicárselo 
a la compañia Iberia, que tiene un precio A del billete, 

o a la compañía Air Europa que tiene otro precio B del 
billete. ¿Sobre qué se aplica el 33 por ciento? Porque 
esto va a tener una repercusión en la dotación que apa- 
rezca en los Presupuestos Generales del Estado. 

Nosotros, en la Comunidad Autónoma de Canarias, 
nos hemos encontrado también con que, al tener que 
gestionar la subvención en el transporte de mercancías, 
coincidimos con lo que dice la propuesta de la Comi- 
sión respecto a que a eso hay que darle una transpa- 
rencia para extremar el análisis del cumplimiento de 
los compromisos que asumen los beneficiarios y apli- 
car las medidas pertinentes cuando se produzcan in- 
cumplimientos, porque hay incumplimientos y, a veces, 
la gestión es verdaderamente compleja y complicada, 
ya que es una persona, jurídica o física, pero persona 
dentro de un ente particular no oficial, quien al final 
recibe la subvención al transporte de mercancías. 

Voy terminando ya con dos puntos finales, señor Pre- 
sidente, en los que quiero resaltar nuestra concordan- 
cia. El primero, el punto 16, se refiere a la contratación 
administrativa. 

Señorías, tendremos que adoptar unas líneas de cri- 
terio de seriedad, exigiendo que la Ley de Contratos del 
Estado tenga una transparencia y haya una verdadera 
línea de análisis para evitar lo que está ocurriendo en 
la adjudicación de muchas obras civiles de las distin- 
tas administraciones públicas y las bajas que superen 
el presupuesto de contrato. Porque se están adjudican- 
do obras con bajas verdaderamente temerarias. Des- 
pués se entra en la corruptela de los continuos 
reformados de las obras, reformados que a veces supe- 
ran el cien por cien de la propia obra de adjudicación. 
Esto es una desviación impresentable. Un Estado que 
se llama democrático y transparente tiene que reducir, 
como se dice aquí, a sus justos límites de aplicación los 
contratos de adjudicación directa. Todo esto está dan- 
do origen a uno de los grandes principios de la corrup- 
tela y, por tanto, de la corrupción administrativa, 
porque es donde se producen las grandes cantidades, 
y para esto nosotros tenemos que adoptar unos crite- 
rios que se reflejen en las leyes y en el control de audi- 
torías. 

Finalmente, en el aspecto dedicado a las universida- 
des, y como aquí recientemente habíamos tenido oca- 
sión de debatir una propuesta que había traído el Grupo 
Popular sobre la financiación de las universidades pú- 
blicas, yo creo que hay que hacer llegar al Consejo de 
Universidades, y a todas y cada una de las universida- 
des públicas españolas, los defectos que tiene la rendi- 
ción de cuentas que presentan. Es verdaderamente 
difícil saber, por un análisis de la cuenta de una uni- 
versidad, si los déficit tienen que ser cubiertos con ma- 
yor aportación del presupuesto oficial del Estado de la 
comunidad autónoma correspondiente o por vía de ta- 
sas o de otro principio de generación de ingresos para 
las universidades. Creemos que son dichas universida- 
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des las que deberían empezar por dar un ejemplo de 
transparencia en su cuenta. 

Visto el análisis que se ha hecho por el Tribunal co- 
rrespondiente, nuestro voto va a ser favorable a dicha 
Cuenta General para 1989. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) tiene la 

palabra el señor Carrera. 

El señor CARRERA 1 COMES: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, ya en su momento -me re- 
fiero a marzo de 1993- se produjeron los debates 
correspondientes, salvo en esta sesión de Pleno, sobre 
las cuentas delEstado de 1989. Entonces se reflejaron, 
en los distintos trámites, toda una serie de puntos im- 
portantes, como gasto público respecto al PB, ingre- 
sos públicos, el riesgo de irregularidades que compor- 
tan en la práctica los contratos adjudicados dinxtamen- 
te, los criterios excesivamente genéricos y carentes de 
precisión respecto a las subvenciones, las graves defi- 
ciencias de control sobre los fondos depositados fuera 
de España, por ejemplo, para la adquisición de mate- 
rial militar en el extranjero, y el claro -repito- sus- 
penso a la Seguridad Social, fundamentado 
básicamente en las deficiencias apreciadas en los ba- 
lances de situación. 

El pasado día 2 de este mes de diciembre finalizába- 
mos de nuevo los trámites parlamentarios en espera del 
debate de hoy, y mi intervención en la Comisión de di- 
cho día 2 comenzó como sigue: ((Nuestro Grupo no cree 
que el informe del Tribunal de Cuentas contenga irre- 
gularidades u oculte datos de información, y por ello 
vamos a votar favorablemente.» Lo repito ahora: Nues- 
tro voto va a ser favorable al informe y declaración de- 
finitiva del Tribunal de Cuentas referidas a las cuentas 
generales del Estado de 1989, así como -y esto viene 
también a raíz de la propia Comisión- a las propues- 
tas de resolución que fueron planteadas y nuestro vo- 
to va a ser favorable no sólo por todo lo expuesto, sino 
también por estar de acuerdo con el propio Ministerio 
Fiscal cuando dice textualmente que la estructura de 
la cuenta es correcta y su contenido conforme con la 
documentación en que se basa. Claro está que, hecha 
esta aclaración, queda por hablar de anomalías, disfun- 
ciones, errores, aplicaciones indebidas, etcétera, pero 
ya sobre las cuentas que presenta el Estado, no sobre 
el propio informe, que ya las recoge. He aquí algunas, 
aunque sean repetitivas: incremento en el gasto presu- 
puestario del Estado; desviaciones importantes sobre 
los créditos iniciales; carencias significativas de los sis- 
temas de presupuestación, unidas a los defectos de su 
aplicación práctica; criterios ambiguos en la concesión 
de subvenciones; saldos de tesorería en divisas fuera 
del Banco de España sin existir justificación; necesi- 

dad de reducir los contratos adjudicados directamen- 
te, y, repito, como anteriormente se hizo en el mes de 
marzo, la clamorosa calificación negativa de las cuen- 
tas de la Seguridad Social. Es, yo diría, señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, una pequeña muestra 
de serios incumplimientos, pero todavía hay más. 

Las anomalías que se vienen repitiendo con exacti- 
tud durante años renacen todas o casi todas con la mis- 
ma espontaneidad de entonces. Aparte de una leve 
mejora en la demora en la presentación de las cuentas 
-y es cierto-, en las demás situaciones anómalas de- 
tectadas no se observa mejoría. Se mantiene, por ejem- 
plo, la clásica cuestión de falta de concordancia entre 
entidades pagadoras y perceptoras, se resalta también 
la falta de acuerdo entre los diferentes organismos en 
lo que se refiere a la aplicación del principio de caja 
y devengo, y deberían modificarse las cuentas de resul- 
tados, a la baja, tanto en la Administración general co- 
mo en los organismos autónomos, es decir, pasando de 
superávit a déficit. 

En su conjunto, y como simple muestra, creo que es 
altamente significativo y que me permite hacer por mi 
parte las siguientes puntualizaciones: primera, es im- 
prescindible avanzar en una mayor transparencia de las 
cuentas generales del Estado; segunda, es imprescin- 
dible también un mayor cumplimiento de la normati- 
va; y tercera reflexión por mi parte, también estamos 
de acuerdo en que ha llegado el momento en que se re- 
mita un nuevo proyecto de legislación presupuestaria 
que regule adecuadamente la actuación administrati- 
va en la elaboración de los Presupuestos y en la ejecu- 
ción del gasto, porque, si no, señoras y señores 
Diputados -y me acojo de nuevo al propio Ministerio 
Fiscal-, podríamos pensar que las declaraciones defi- 
nitivas de las cuentas generales pueden llegar a tener 
la apariencia de un fácil trabajo de plagio o repetición 
o llegar incluso a la conclusión más penosa todavía de 
que no hay esperanza de que sean unas cuentas com- 
pletas, correctas y exactas. 

En resumen, a nuestro Grupo le preocupa no tanto 
la veracidad del informe del Tribunal de Cuentas, sino 
el cumplimiento por parte del Estado de las mejoras 
que el propio informe detecta. Nuestra posición es cla- 
ra, señor Presidente, señoras y señores Diputados, si en 
vez de una votación sobre el informe del Tribunal de 
Cuentas, lo hiciéramos de una forma muy cerrada ex- 
clusivamente sobre el propio Estado en cuanto a las 
cuentas generales y a su rectitud presupuestaria, qui- 
zás -repito quizás- cambiaríamos el sentido de nues- 
tro voto. 

Nada más. Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Carrera. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor González Blázquez. 
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El señor GONZALEZ BLAZQUEZ: Señor Presidente, 
señorías, el artículo 136 de la Constitución indica cla- 
ramente, con respecto al Tribunal de Cuentas, que de- 
penderá directamente de las Cortes Generales y ejercerá 
sus funciones por delegación de ellas en el examen y 
comprobación de la Cuenta General del Estado. Pues 
bien, en el caso que nos ocupa, la Cuenta de 1989, pa- 
rece como si no hubiera sido así, señor Presidente y se- 
ñorías, por lo que voy a intentar explicar. 

El Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya ha repasado el informe anual 
sobre la gestión económica del sector público en 1989, 
y desde la página 153 a la página 182 se analiza la ges- 
tión económica de las sociedades estatales y entes de 
derecho público, entre las que, por poner un ejemplo, 
se incluye Renfe. No obstante, señorías, no aparece nin- 
guna mención a la fiscalización especial, aprobada por 
la Comisión Mixta en abril de 1990, sobre aspectos im- 
portantes de las cuentas de Renfe de dicho año 1989. 

A mí me preocupa, sinceramente, señorías, señor Pre- 
sidente, que ninguno de los grupos políticos haya caí- 
do en esta situación. Habiendo conocido, además, mi 
Grupo Parlamentario la existencia de actuaciones de 
funcionarios del Tribunal de Cuentas en las dependen- 
cias de Renfe durante los años 1990, 1991 y 1992, reali- 
zamos, en su día, una serie de preguntas al Presidente 
del Tribunal de Cuentas para salir de la duda y actuar 
con todo rigor, no fuera a ser que también en esto re- 
sultásemos un poco visionarios. Nada se nos ha con- 
testado; nada se nos ha dicho sobre el informe, que debe 
haberse perdido, de dicha fiscalización, y existe, seño- 
rías, mientras no se nos demuestre lo contrario. Pare- 
ce ser, por otra parte, que no somos los únicos que 
hemos tenido acceso a ese conocimiento. Un diario de 
este país publicaba, el 28 de abril de 1993, un amplio 
resumen del contenido de la fiscalización a que he 
aludido. 

Pues bien, señorías, con todos estos datos se nos pre- 
sentan hoy a aprobación las Cuentas Generales del Es- 
tado de 1989. Así, sin más, con las dudas de qué puede 
haber pasado con el informe de la fiscalización de Ren- 
fe. ¿Creen, señorías, señor Presidente, que en esta si- 
tuación no tenemos suficientes o, por lo menos, algunos 
elementos para estimar que se pueden estar hurtando 
a estas Cortes Generales datos importantes sobre las 
cuentas de 1989? ¿Por qué, si ha ocurrido con la fisca- 
lización de Renfe, no puede ocurrir con otras? 

En estos momentos, repito, y ante la falta de contes- 
tación por parte del Presidente del Tribunal a las pre- 
guntas realizadas, ningún grupo parlamentario que 
desee un auténtico control puede aprobar esta cuenta 
sin conocer cuáles han sido las actuaciones y los resul- 
tados de la fiscalización de Renfe, terminadas no ayer, 
según nuestras noticias, sino hace dos años. La existen- 
cia de un caso como el de Renfe, insisto, pone en cues- 

tión todo el informe, al no existir garantías de que esta 
situación sea única. 

Si aprobáramos las cuentas a ciegas podríamos dar 
pábulo, y no queremos, a quien opina que no hacemos 
funcionar los mecanismos de control que pongan de 
manifiesto cómo se gestionan los fondos públicos; po- 
dríamos hacer creíbles, y tampoco lo queremos, las opi- 
niones de quienes señalan que las actitudes de los 
grupos mayoritarios en el reparto del poder en las ins- 
tituciones de relevancia constitucional pudieran servir 
para hurtar al Parlamento en la práctica, vía pactos en- 
cubiertos, competencias directas esenciales, como es 
la del control de la gestión económica del Gobierno. 

El que parezca que se oculta a los ciudadanos el uso 
que se hace de su dinero no es propio de ningún 
régimen democrático. La Cuenta de 1989, aunque ten- 
ga muchas páginas, con la ausencia de la fiscalización 
especial de Renfe pone de manifiesto que podría exis- 
tir un déficit de control parlamentario no sólo de la ges- 
tión del Gobierno, sino de la del Tribunal de Cuentas. 
¿Quién controla entonces al Tribunal de Cuentas? Des- 
de luego, nosotros ni queremos ni podemos. Creemos 
que debe ser un órgano independiente; la respuesta la 
pueden tener otros. 

Por tanto, no aprobemos hoy, señorías, las cuentas de 
1989 para que no exista ninguna duda, para hacer más 
creíbles nuestras instituciones. Esperemos que el Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas aclare estas interrogan- 
tes y, si es necesario, que comparezca ante la Comisión 
Mixta el Presidente de la sección de fiscalización, así 
como también, si resulta igualmente necesario, el res- 
ponsable de la fiscalización referida anteriormente. De- 
jemos en suspenso la aprobación hasta que todo se 
aclare. Si existiere algún tipo de informe o actuación 
no comunicada al Parlamento, como nosotros hemos de- 
tectado, creemos una comisión de investigación que 
aclare y depure las responsabilidades a que hubiere 
lugar, 

Mi Grupo, como creo que debería ser el objetivo de 
todos, quiere compartir esa aprobación, pero desde la 
responsabilidad, desde el rigor, desde la seguridad de 
que nada se puede ocultar ni escapar al control del Par- 
lamento. 

En cuanto a las propuestas de resolución, evidente- 
mente, como son obvias, nuestro Grupo las va a apro- 
bar, pero en ningún caso el dictamen y el informe de 
las cuentas generales de 1989. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor González. 
Vamos a proceder a las votaciones. 
Votación relativa al dictamen del informe anual del 

Tribunal de Cuentas referido al ejercicio de 1989 y de- 
claración definitiva de la Cuenta General del Estado de 
1989. 
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Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 289; a favor, 157; en contra, 127; absten- 
ciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Se levanta la sesión. 

Eran las diez y tminta minutos de la mañana. 

dictamen. 
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